PAGE  


Acción de tutela segunda instancia



Dte.: ESPERANZA GUTIERREZ


                                                                                        Rad.: 2009-00482


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIALPRIVATE  
SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA 

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Septiembre tres (03) del año dos mil nueve (2009)



Acta No. 437 de septiembre 03 de 2009



Expediente No. 66001-31-10-001-2009-00482-01




Se resuelve la impugnación presentada por la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA contra la sentencia proferida el veinticuatro (24) de julio del presente año, por el JUZGADO PRIMERO DE FAMILIA DE PEREIRA, RISARALDA, dentro de la ACCION DE TUTELA promovida por ESPERANZA GUTIERREZ, en contra de la E.P.S.-S ASMET SALUD, la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE y la impugnante. 



I. ANTECEDENTES :



La accionante en escrito presentado el pasado nueve (09) de julio, pretende que le sean tutelados los derechos a la salud, a la vida digna, a la igualdad y a la seguridad social, que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que han incurrido las mencionadas entidades, que no le han autorizado un examen de “mamografía”.




Expresa que desde el día 01 de marzo de 2009 el médico que la trata le ordenó el procedimiento antes resaltado; que con la orden fue a la entidad promotora de salud, pero que no le contestaron, por lo que interpuso un derecho de petición el cual le respondieron diciéndole que el procedimiento no se encuentra en el P.O.S.-S.; que acudió a la Gobernación y de allí al HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE, mas ninguna de las entidades le ha atendido su petición.  

Pide, en consecuencia, que se le ordene a quien corresponda, le autoricen el examen ya descrito, al igual que el tratamiento integral relacionado con la patología que padece. 
Mediante proveído de fecha nueve (09) de julio del dos mil nueve (2009) se admitió la acción de tutela. Luego de notificadas las demandadas, en forma oportuna, se pronunciaron en relación con los hechos de la petición, así: i) la ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PAEREIRA indicó que como la accionante se encuentra afiliada a la E.P.S.-S ASMET SALUD, es a ésta a quien le corresponde autorizar no solo el examen requerido, sino además el suministro de los medicamentos y demás tratamientos que le sean ordenados, con el respectivo recobro ante el Fosyga; ii) la E.P.S.-S ASMET SALUD, luego invocar diferentes normas, considera que es la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA la obligada a la prestación del servicio de salud reclamado por la accionante, ya que no se encuentra incluido en el P.O.S.-S y iii) la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, con fundamento en preceptos referentes al caso sobre el POS-S, se dedica a responsabilizar del cumplimiento del procedimiento que requiere la paciente a la entidad promotora de salud subsidiada, también con el recobro ante el FOSYGA.  




El Juzgado del conocimiento tuteló el derecho fundamental a la salud de la accionante y, en consecuencia, le ordenó a la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA que, en el  término de cinco (05) días, le realizara a la señora ESPERANZA GUTIERREZ el examen de “mamografía”, garantizándole, además, la atención posterior que la patología requiera, de acuerdo con el diagnóstico resultante. 



Contra dicho fallo presentó, oportunamente,  impugnación la Secretaría de Salud que declara su inconformidad en cuanto a que es a la E.P.S.-S ASMET SALUD a la que le corresponde el tratamiento integral de la paciente. Pide, por tanto, que se modifique “la interpretación, contenido y sustento  de los artículos segundo y tercero de la parte resolutiva de la providencia emitida por su despacho, en lo relacionado de que la entidad EPSS ASMET SALUD, deberá asumir y cumplir en forma integral con el Proceso Clínico requerido por la accionante” y “ que al momento de tomar la respectiva decisión en segunda instancia, se autorice a la Secretaría de Salud Departamental proceder a Recobrar para ante la entidad ASMET SALUD EPSS, por los gastos efectuados en cumplimiento de la Orden Judicial impuesta“ (ver folios 57 a 60 del cuaderno principal).
Se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,




II. CONSIDERACIONES DE LA SALA :




Del escrito de tutela se desprende que los derechos que se le están vulnerando a la tutelante son los de la salud, la vida digna y la seguridad social, amparados por la Constitución Nacional en sus artículos 49, 11 y 48, respectivamente.

La SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA no presenta ninguna inconformidad con la protección del derecho concedido por el juez a-quo. Su argumento se centra en que la responsable y competente para el cumplimiento integral de la orden judicial es la E.P.S.-S accionada. 
El Acuerdo 306 de 2005 “por medio del cual se define el plan de beneficios del Régimen Subsidiado”, no contempla el procedimiento requerido por la tutelante, por lo que su prestación está a cargo de la Secretaría de Salud Departamental, según lo establecido en la Ley 715 de 2001, que en su artículo 43 dispone:

“COMPETENCIAS DE LOS DEPARTAMENTOS EN SALUD. Sin perjuicio de las competencias establecidas en otras disposiciones legales, corresponde a los departamentos, dirigir, coordinar y vigilar el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud en el territorio de su jurisdicción, atendiendo las disposiciones nacionales sobre la materia. Para tal efecto, se le asignan las siguientes funciones:

(…)

“43.2.2. Financiar con los recursos propios, si lo considera pertinente, con los recursos asignados por concepto de participaciones y demás recursos cedidos, la prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda y los servicios de salud mental.”

Además, la Ley 1122 de 2007, por medio de la cual se hacen algunas modificaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones, en su artículo 20 dispuso que:

“Las entidades territoriales contratarán con Empresas Sociales del Estado debidamente habilitadas, la atención de la población pobre no asegurada y lo no cubierto por subsidios a la demanda. Cuando la oferta de servicios no exista o sea insuficiente en el municipio o en su área de influencia, la entidad territorial, previa autorización del Ministerio de la Protección Social o por quien delegue, podrá contratar con otras Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud debidamente habilitadas.”

En consecuencia, por no hallarse en el restringido Plan de Servicios Básicos del Régimen Subsidiado, correspondía como se ordenó, garantizar el servicio médico del que se trata a la entidad territorial que impugnó.  

Ahora, en razón a las consideraciones expuestas, se concluye sobre la improcedencia de autorizar a la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA para repetir en contra de la empresa promotora de salud por los costos en que incurra en cumplimiento de la orden dada por el Juez a-quo, atinentes con la práctica del examen de “mamografía”. 
En relación con la inconformidad que presenta la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, en cuanto a la orden impartida para que a la señora ESPERANZA GUTIERREZ le garanticen “la atención posterior que la patología requiera, según el diagnóstico resultante”, es decir, el tratamiento integral referido a su enfermedad, es un aspecto que debe prescindirse puesto que, según tal mandato, correspondería a dicha entidad, dado el caso, encargarse incluso del suministro de los medicamentos y la realización de los procedimientos que requiera la paciente, contemplados en el Plan Obligatorio de Salud del régimen subsidiado, lo que desconoce el hecho de que se encuentra afiliada a una EPS-S que es la que debe procurarle esta clase de servicios. Ahora, en lo que respecta a los no incluidos en el P.O.S.-S., como se vio, por disposición legal la entidad territorial debe garantizarlos sin necesidad de orden judicial. 
Se confirmará, por tanto, el fallo impugnado, con excepción del aparte del numeral segundo que dice: “garantizando la atención posterior que la patología requiera, según el diagnóstico resultante”, que se REVOCARA. 




Finalmente, se aclarará parcialmente el ordinal tercero (3º) para determinar que es la E.P.S.-S ASMET SALUD la que no ha incurrido en violación a los derechos fundamentales de la accionante, a tono con el artículo 14 de la Ley 1122 del año 2007, pues se trata de una entidad que administra el régimen subsidiado y no contributivo. 





En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida por el JUZGADO PRIMERO DE FAMILIA DE PEREIRA, RISARALDA, el veinticuatro (24) de julio del presente año en esta Acción de Tutela promovida por ESPERANZA GUTIERREZ en contra de la E.P.S.-S ASMET SALUD, la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA y la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE.
2º) SE REVOCA el aparte del numeral segundo que dice: “garantizando la atención posterior que la patología requiera, según el diagnóstico resultante”.  




3º) SE ACLARA parcialmente el ordinal tercero (3º) para determinar que es la E.P.S.-S ASMET SALUD la que no ha incurrido en violación a los derechos fundamentales de la accionante. 

4º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5o., Decreto 306 de 1992).





5º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
  Fernán Camilo Valencia López 
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